PROYECTO DE DECLARACION

LA HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

DECLARA

Que adhiere y acompaña el tratamiento en el Congreso Nacional de la Iniciativa Ciudadana por una nueva Ley de Radiodifusión para la Democracia, presentada en el año 2004 e impulsada por organizaciones gremiales, estudiantiles, académicas y entidades de derechos humanos..

FUNDAMENTOS

El presente proyecto de Declaración tiene por objeto adherir y acompañar el tratamiento en el Congreso Nacional de la Iniciativa Ciudadana por una nueva Ley de Radiodifusión para la Democracia, presentada en el año 2004 e impulsada por organizaciones gremiales, estudiantiles, académicas y entidades de derechos humanos.

La referida iniciativa se trata de una declaración de principios para la adopción de una nueva legislación sobre radiodifusión en Argentina, firmada por mas de mil organizaciones y académicos de la comunicación, movilizados para que la actual ley de radiodifusión 22.285, obra de la última dictadura militar, sea derogada y se promulgue una ley que esté a la altura de la Democracia.

Es de destacar la presentación de esta iniciativa de la sociedad civil frente a la tentativa de concentración y monopolización de los grandes medios.

Es un hecho histórico que los sectores populares se unan, no sólo para reclamar una nueva ley, sino para consensuar y proponer contenidos básicos para la nueva norma.

Concretamente la iniciativa consta de 21 puntos que implican medidas efectivas para evitar la concentración de la propiedad de los medios de comunicación.

También se proponen mecanismos para la democratización de la información, la creación de la Defensoría del Público y una mayor inserción de radios comunitarias y de organizaciones sin fines de lucro en el sistema de radiodifusión.

La ley de Radiodifusión 22.285, promulgada el 15 de septiembre de 1980 sólo ha sufrido modificaciones parciales. La redacción y sanción de una nueva norma es reconocida como una de las “deudas de la democracia”.

Las reformas producidas mediante Ley 23.696 y Decreto nº 1005 de fecha 10 de septiembre de 1999,  permitieron la concentración de los medios en manos de grandes empresas periodísticas, muchas de ellas con participación mayoritaria de empresas extranjeras.

Así fueron reformados el inciso e) del artículo 45º, que impedía a las empresas periodísticas (editoriales) ser permisionarias de canales de TV o radios y los incisos a) y c) del artículo 46º. El primero establecía que el “objeto exclusivo” de un licenciatario debía ser la radiodifusión y el otro, que no podía haber más de 20 personas integrando las sociedades radiodifusoras. Sin esas barreras, los grupos económicos comenzaron a 

crecer desde el sector de la comunicación y también conglomerados de otras áreas, se acercaron a los medios.

En el año 2005 se promulgó la ley 26.053 que sustituyó el discriminatorio artículo 45º, por un texto que incluye a los hasta entonces excluídas entidades sin fines de lucro. Pero solo significó trasladar al ámbito legislativo lo que dos años antes la Corte Suprema de Justicia había definido como inconstitucional. Así, la Corte dio la razón a los numerosos actores sociales que venían luchando contra esta discriminación..

En el año 2004, al cumplirse 21 años del retorno democrático, se presentó en el Congreso los “21 puntos” de la Iniciativa Ciudadana por una ley de Radiodifusión para la Democracia, suscripta por los sindicatos de prensa y comunicación, entidades de derechos humanos, universidades, carreras y académicos de la comunicación, organizaciones ciudadanas, de base, territoriales y religiosas.

Pluralismo informativo y cultural, derecho a la información, participación ciudadana, federalismo y compromiso con la educación y los derechos humanos, son los principales valores propuestos.

La libertad de expresión es la base del sistema democrático y es un deber del Estado garantizar su ejercicio por parte de todos los ciudadanos a través de normas que aseguren la pluralidad y diversidad, y por tanto impidan la concentración monopólica de la información.

Por los argumentos antes enunciados, es que solicito a este Honorable Cuerpo la aprobación del presente proyecto de Declaración.
